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1. INTRODUCCIÓN 

La delincuencia juvenil y la aplicación del Derecho Penal de Menores no son 

cuestiones ajenas a la sociedad, sino al contrario, se trata de cuestiones habituales 

que periódicamente se ven reflejadas en las conversaciones más cotidianas y en los 

distintos medios de comunicación.  

El propósito del presente trabajo es realizar un examen amplio y preciso no 

solo de la normativa que se ocupa de la responsabilidad del menor infractor de la ley 

penal, sino también de las diversas cuestiones que aún hoy siguen siendo sometidas a 

debate. 

La amplitud del tema daría para un análisis mucho más extenso que el que se 

realiza, pero las limitaciones, tanto de tiempo como de espacio, para realizar el 

presente trabajo impiden la realización de ese análisis más completo que sin duda 

habría enriquecido el mismo. 

La estructura que se propone consiste en exponer en primer lugar los 

antecedentes históricos del Derecho Penal de Menores para así obtener una visión 

fundada tanto de su evolución como de los hitos logrados en la materia, para luego 

destacar alguno de los elementos, que, desde el punto de vista de quien escribe, son 

especialmente relevantes. 

A continuación el trabajo ofrece una somera descripción de los intervinientes en 

el proceso con el propósito de proporcionar un concepto claro y ordenado de los 

sujetos que ostentan una posición relevante en el procedimiento penal de menores así 

como de las funciones que desempeñan.  

Finalmente, se abordan distintas discusiones y controversias sobre la materia 

que están a la orden del día. Además de plantearse tales cuestiones también se 

tratará de ofrecer en algunos casos una solución objetiva y, en otros, valoraciones 

fundadas sobre el conflicto. 

 Por último, se plasman las conclusiones que se han podido extraer de la 

realización del presente trabajo y se aportan tablas y estadísticas, a modo de anexos, 

con el fin de  permitir al lector tener datos reales del de los distintos elementos 

integrantes del proceso penal de menores. 
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2. ANTECEDENTES HISTÓRICOS Y EVOLUCIÓN HASTA LA 

ACTUALIDAD 

 

Históricamente, los preceptos legislativos dedicados a los menores deben de 

calificarse de escasos e insignificantes. 

El hecho de ser menor de edad era prácticamente irrelevante. Simplemente 

suponía la imposición de una pena atenuada, lo que teniendo en cuenta la extrema 

crueldad de las penas en los sistemas antiguos no le otorgaba un trato benévolo.1  

Procedimentalmente hablando, el menor infractor era sometido al mismo 

proceso que el delincuente adulto, no contemplándose ninguna especialidad procesal 

ni penitenciaria en razón de la edad, ingresando incluso en las mismas prisiones que 

los mayores. 

Este tratamiento obedece a una concepción de un derecho penal retributivo, 

basado en el binomio culpabilidad/punibilidad.  

Esta situación se prolongó hasta finales del siglo XIX cuando aparecen voces 

humanizadoras partidarias de la creación de Tribunales Especiales para Niños donde 

pudiese desarrollarse un procedimiento judicial exclusivo para ellos. Para ellos, los 

niños no debían ser castigados con penas expiatorias y represivas como los adultos, 

sino sometidos a medidas de educación y reforma.2  

Ese clamor se materializó en la Ley de 1918  sobre la creación y 

funcionamiento de los Tribunales para Niños que  propugnaba la creación de 

Tribunales especiales para niños con el objetivo de excluirles de la aplicación del 

Derecho Penal común3 El primer tribunal especial para niños se creó en Bilbao en 

1920. Ahora bien, su puesta en práctica en las distintas provincias fue muy lenta4. Los 

                                                           
1
 Como mucho podían tener alguna exención en las penas a imponer. Así por ejemplo, en las 

Partidas se eximia del tormento a los menores de 14 años o en la Nueva Recopilación no se 
permitía castigar con la pena de galeras hasta los 20 años. 
 
2
 GONZÁLEZ FERNÁNDEZ, M. “Los Tribunales para niños. Creación y desarrollo.” Historia de 

la educación. Revista interuniversitaria. Ediciones Salamanca. Junio, 1999. P. 112. 
 
3
 SERRANO TÁRRAGA M.D. y VÁZQUEZ GONZÁLEZ, C. “Derecho Penal Juvenil”. Editorial 

Dykinson. Madrid, 2007. P. 286. 
 
4
 Mientras, los menores delincuentes de las localidades desprovistas de Tribunales para niños, 

que eran mayoría hasta la entrada en vigor del Código penal de 1932, eran juzgados por los 
Tribunales comunes. 
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Tribunales Tutelares de Menores tenían una competencia objetiva para juzgar los 

delitos y las faltas cometidos por menores de quince años5 y otros hechos que 

pudieran afectar directamente a la seguridad personal de los menores. Se encargaban 

de la protección de los menores abandonados o en peligro, para una educación 

integral. Ejercían funciones reformadoras, represivas y protectoras. 

Los jueces no tenían que someterse a ninguna regla procesal vigente. Las 

sesiones de estos Tribunales carecían de la solemnidad, formalidad y publicidad del 

procedimiento de adultos. El fallo del Tribunal se denominaba acuerdo y no sentencia. 

El Juez imponía medidas de carácter educativo, moral, con la finalidad de apartar al 

menor del mal camino y basándose en las condiciones morales del menor y en sus 

circunstancias personales y sociales más que en la gravedad del delito.6  

En 1928 se promulga un nuevo Código Penal que adapta su contenido a la Ley 

de Tribunales Tutelares señalando que los menores de 16 años eran inimputables de 

acuerdo con su contenido pero que debían ser entregados a la Jurisdicción de los 

Tribunales Tutelares de Menores. Para los mayores de 16 y menores de 18 se 

establecía una atenuante en la aplicación de la pena que correspondiese según el 

Código Penal7. 

Tras la aprobación del Código Penal de 1944 y tras varias reformas, aunque no 

de gran calado8, en 1948 se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Tribunales 

Tutelares de Menores cuyo objetivo es armonizar las distintas disposiciones que 

regulaban el funcionamiento de los Tribunales Tutelares de Menores.  

Esta norma atiende en su facultad reformadora no sólo las faltas y delitos 

cometidos por los menores, sino que abarca a las denominadas conductas irregulares 

como el ser considerado vago o vagabundo. La consecuencia jurídica siempre es la 

protección correccional, sin distinción entre menores en situación de peligro y menores 

que delinquen9. 

                                                           
5
 La reforma de la ley en 1925 elevó la edad de quince a dieciséis años. 

 
6
 SÁNCHEZ MARTÍNEZ, F. Antecedentes y nuevo enjuiciamiento de menores. Ley 4/1992. 

Editorial Marcial Pons. Madrid, 1999. Pp. 62-63. 
 
7
 Este Código fue el primero que abandonó el criterio del discernimiento para adoptar un criterio 

puramente biológico por el cual los menores de 16 años nunca iban a ser juzgados por las 
disposiciones del Código Penal.  

8
 Entre otras Ley de Tribunales Tutelares para niños de 1925, Decreto-Ley de 3 de Febrero de 

1929, sobre organización y atribuciones de los Tribunales Tutelares de Menores o la Ley sobre 
Tribunales de Menores de 13 de Diciembre de 1940. 
 
9
 NIETO MORALES, C. El discurso de los menores bajo medida judicial. Editorial Dykinson, 2ª 

Edición. Madrid, 2014. P.97.  
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El procedimiento seguía sin ajustarse a las reglas procesales del resto de 

Jurisdicciones y no admitía ni la intervención del Ministerio Fiscal ni del Abogado 

Defensor.  

Cabe destacar que esta ley fue la primera que estableció un límite inferior de 

edad a partir del cual intervendrán los Tribunales Tutelares de Menores.10  

La Ley de Tribunales Tutelares de Menores fue sorprendentemente longeva 

pues tuvo una vida prácticamente de medio siglo.  

Sin embargo, a raíz de la entrada en vigor de la Constitución Española de 1978 

y de los nuevos principios introducidos por la misma, comenzaron a surgir duras 

críticas respecto a la constitucionalidad de la Ley de Tribunales Tutelares, sobre todo a 

la de su artículo 1511. Este artículo establecía que “en los procedimientos para corregir 

a los menores, las sesiones que los Tribunales Tutelares celebren no serán públicas y 

que el Tribunal no se sujetará a las reglas procesales vigentes en las demás 

jurisdicciones, limitándose en la tramitación a lo indispensable para puntualizar los 

hechos en que hayan de fundarse las resoluciones que se dicten, las cuales se 

redactarán concisamente, haciéndose en ellas mención concreta de las medidas que 

hubieren de acordarse”. 

En especial se le achacaba:12 

 Su marcado acento correccionalista 

 Su conformación como un derecho sancionatorio de autor 

 La confusión que hacía de la facultad reformadora con la facultad protectora de 

menores 

 

Todo esto desembocó en la Sentencia del Tribunal Constitucional 36/1991 que 

declaró inconstitucional el citado artículo 15. La sentencia determinó que los 

procedimientos seguidos ante el Juzgado de Menores son auténticos procesos 

especializados que se enmarcan dentro de la Jurisdicción ordinaria por lo que debían 

acomodarse a los derechos fundamentales relacionados con el proceso, recogidos en 

el artículo 24 de la Constitución Española. 

                                                           
10

 SERRANO TÁRRAGA, M.D. y VÁZQUEZ GONZÁLEZ, C, (2007) op. cit., p. 299. En las leyes 
anteriores al no establecerse un límite mínimo de edad para la intervención de los Tribunales 
Tutelares, su jurisdicción podían ejercerla sobre los menores desde su nacimiento. 

11
 Esto provocó que varios jueces de menores presentasen varias cuestiones de 

constitucionalidad (Juzgados de Menores de Madrid nº 3 y 4, nº 1 de Barcelona y Tarragona y 
Oviedo las cuales desembocaron en la declaración de inconstitucionalidad del artículo 15 
LTTM. 

12
 Consultable en: http://www.reocities.com/carlos_rocher/stc.htm  

http://www.reocities.com/carlos_rocher/stc.htm
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La Sentencia advirtió que la Ley de Tribunales Tutelares de Menores no 

reconocía la existencia de las garantías procedimentales básicas, ni reconocía el 

derecho a la defensa letrada y no aportaba seguridad jurídica al sistema, entendida 

ésta como la expectativa del ciudadano en cuál ha de ser la actuación del poder en 

aplicación del Derecho. Es por ello que no se acomodaba al modelo recogido en la 

Constitución, por lo que debía considerársela constitucionalmente ilegítima por colisión 

con el artículo 24 CE y por ende declararse su inconstitucionalidad. 

Tal declaración de inconstitucionalidad supuso la quiebra del sistema de justicia 

juvenil y mostró la necesidad de la aparición de “savia legal nueva” de cara al 

enjuiciamiento de menores con respeto a los principios constitucionales. El propio 

Tribunal Constitucional declaró que su decisión “creaba una situación normativa 

oscura e incluso un vacío normativo que únicamente la actividad del legislador puede 

llenar de manera definitiva”.13 

Ante la necesidad de cubrir el vacío legal creado, se dicta la Ley Orgánica 

4/1992, de 5 de junio, Reguladora de la Competencia y el Procedimiento de los 

Juzgados de Menores. 

Con esta Ley aparecen los principios de interés superior del menor y el de 

intervención mínima como inspiradores de las actuaciones que se sigan ante el 

Juzgado de Menores. 

No obstante, esta Ley tiene el “el carácter de una reforma urgente que adelanta 

parte de una renovada legislación sobre reforma de menores, que será objeto de 

medidas legislativas posteriores”. 

La moción aprobada unánimemente por el Congreso de los Diputados sobre 

“medidas para mejorar el marco jurídico vigente de protección del menor estableció la 

mayoría de edad penal a los 18 años (requiriendo que se incorporase al próximo 

proyecto de ley orgánica del Código Penal) y remitió a  una ley penal menor y juvenil 

que contemple la exigencia de responsabilidad para los jóvenes infractores que no 

hayan alcanzado la mayoría de edad penal y que se fundamente en principios 

orientados hacia la reeducación de los menores de edad infractores, en base a las 

circunstancias personales, familiares y sociales14  

Además, en esta época empiezan a proliferar textos internacionales15 que se 

ocupan de la materia en cuestión y proclaman la obligación de los Estados Parte de 

                                                           
13

 STC 36/1991. FJ 6º, último párrafo. 
 
14

  PANTOJA GARCÍA, F. “La justicia del menor: edades penales, realidades y expectativas” 
Cuadernos de Trabajo Social, Ed. Universidad Complutense, Madrid, 1997. P.165. 

 
15

 Entre otras; Reglas de Beijing, Directrices de Riad y la Convención de Derechos del Niño. 
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legislar respetando la dignidad del niño así como teniendo en cuenta su edad y 

promoviendo su reintegración para que pueda asumir una función constructiva en la 

sociedad y ya muestra los principios de legalidad, derecho a asistencia letrada o 

presunción de inocencia en que se inspiran. 

En 1995 se aprobó el actual Código Penal cuya aplicación será exclusiva a 

mayores de edad, remitiéndose a una ley específica para la determinación de la edad 

mínima para exigir responsabilidad penal a menores.  

Esto no hizo sino acrecentar la necesidad de promulgar una nueva Ley, con 

aspiraciones de permanencia en el ordenamiento jurídico. 

Por tanto, el carácter provisional y urgente de la LO 4/1992, la declaración del 

TC de la promulgación de la Ley, el contenido de la moción de 10 de Mayo de 1994 y 

del nuevo Código Penal así como el clamor por adoptar las exigencias recogidas en 

los Textos Internacionales desembocan en la añorada Ley, la Ley Orgánica 5/2000, de 

12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.  

En este punto no cabe sino enumerar a grandes rasgos los hitos alcanzados 

por la nueva norma y que aparecen recogidos tanto a lo largo de su Exposición de 

Motivos como de su articulado.  

- Interés superior del menor como pieza angular de la Ley. 

- Carácter preventivo-especial de la ley orientada a la reinserción del menor. 

- Aplicación de todas las garantías constitucionales aplicables al proceso y 

de todos los derechos legales. 

- Principio de intervención mínima cuando sea posible y resulte beneficioso 

para el interés del menor. 

- Papel esencial del Ministerio Fiscal promoviendo la acción de la justicia, 

iniciando el procedimiento, defendiendo la legalidad, velando por el interés 

del menor y poseyendo el monopolio del principio de oportunidad. 

- Existencia de técnicas que buscan evitar la continuidad del procedimiento 

basadas en la no incoación del expediente o su finalización anticipada. 

- Amplio catálogo de medidas a imponer al menor que permiten ajustar la 

medida a imponer a las circunstancias del menor y del delito cometido. 

- Introducción del Equipo Técnico como órgano que valora las circunstancias 

personales y familiares del menor. 

- Atribución a la víctima de un papel más relevante pudiendo ejercer la 

acusación y permitiéndosela someterse a procesos de mediación y 

conciliación con el infractor.  
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3. SINGULARIDADES DEL PROCESO DE MENORES 

 

Los principales rasgos de la nueva Ley enumerados en el último párrafo del 

apartado anterior se irán viendo de manera más o menos explícita a lo largo del 

trabajo. Sin embargo, en este punto vamos a realizar especial hincapié respecto a dos 

cuestiones. Por un lado, y desde una perspectiva más de derecho sustantivo, vamos a 

explicar el régimen de las medidas de la LORPM y, por otro, vamos a realizar un 

análisis de las distintas técnicas que pueden hacer concluir el procedimiento de forma 

prematura y que son exclusivas de esta Jurisdicción de Menores. 

 

3.1 RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS MEDIDAS EN LA LORPM 

 

El rasgo característico y primordial del Derecho Penal de Menores es la 

intervención educativa. Las medidas tienen una finalidad esencialmente de prevención 

especial, de carácter positivo integrador y educativo, no represivo, orientadas a la 

reinserción del menor. 

La Ley establece actualmente un catálogo de 15 medidas que pueden 

clasificarse someramente en medidas privativas de libertad, medidas no privativas de 

libertad y medidas terapéuticas.  

Las medidas privativas de libertad son el internamiento en régimen cerrado, en 

régimen semiabierto y régimen abierto. Estas medidas pretenden la adquisición por 

parte del menor de los suficientes recursos de competencia social para permitir un 

comportamiento responsable en la comunidad, mediante una gestión de control en un 

ambiente restrictivo y autónomo. Los menores residen en un centro y sus salidas al 

exterior pasan de ser nulas a ser habituales dependiendo del régimen de 

internamiento. 

Las medidas terapéuticas son el internamiento terapéutico y el tratamiento 

terapéutico que están destinadas a menores que sufren deficiencias, anomalías, 

adicción a determinadas sustancias y que necesitan tratamiento. La primera supone el 

una medida más restrictiva pues supone el internamiento (en régimen cerrado, 

semiabierto o abierto) mientras que la segunda consiste en acudir al centro con 

determinada periodicidad. 

Las medidas no privativas de libertad son las más numerosas y se clasifican 

en: 
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La permanencia de fin de semana16 en el propio domicilio o un centro durante 

un máximo de 36 horas entre la tarde del viernes y la del domingo siendo adecuada 

para menores que cometen actos de vandalismo o agresiones leves en los fines de 

semana. 

La libertad vigilada supone la vigilancia y supervisión del menor por parte del 

profesional designado realizando un seguimiento de la actividad del menor y su 

asistencia a la escuela o trabajo. Debe entrevistarse con el supervisor y cumplir las 

reglas de conducta que hayan sido impuestas por el Juez (no acudir a determinados 

lugares, comparecer en el Juzgado, etc.). Puede ser autónoma, principal, accesoria o 

el segundo periodo de cumplimiento de una medida de internamiento. 

La asistencia a un centro de día consiste en la realización por el menor, en un 

centro que se encuentre plenamente integrado en la comunidad, de actividades de 

apoyo, educativas, formativas, laborales o de ocio, al objeto de mejorar su 

competencia social. Busca proporcionar al menor un ambiente adecuado durante 

buena parte del día. 

La convivencia con otra persona, familia o grupo educativo supone la 

convivencia del menor con una familia distinta a la suya durante el tiempo señalado 

por el Juez en aras a proporcionar al menor a un ambiente de socialización positivo. 

Las prestaciones en beneficio de la comunidad, que requieren el 

consentimiento del menor, suponen la realización de una actividad, que se procurará 

relacionar con el bien jurídico afectado, en beneficio de la colectividad en su conjunto. 

La realización de tareas socio-educativas supone el desarrollo de actividades 

específicas de contenido educativo que faciliten su reinserción social (por ejemplo 

asistir a un curso de preparación de empleo, participar en actividades de animación 

sociocultural o en talleres de aprendizaje). 

La amonestación  es un acto único llevado a cabo por el Juez en el que se 

pretende hacerle comprender al menor la gravedad de los hechos cometidos y las 

consecuencias que los mismos han tenido instándole a no volver a cometer los hechos 

en el futuro. 

La prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima o sus familiares 

supone la privación de menor de acercarse tanto al domicilio, centro de trabajo o lugar 

de estudios de la víctima así como a mantener cualquier tipo de comunicación con 

ella, ya sea contacto escrito, verbal o telemático. 

                                                           
16

 También puede ser calificada como medida privativa de libertad. 
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La privación del permiso de conducir o del derecho a obtenerlo o de licencias 

para la caza o el uso de armas es una medida accesoria impuesta a quien comete un 

ilícito utilizando un vehículo a motor o un arma. 

La inhabilitación absoluta supone la privación de cargos públicos así como la 

incapacidad para obtenerlo durante la duración de la medida y suele imponerse como 

accesoria en los casos de delito de terrorismo. 

A la hora de elegir la medida debe partirse de un amplio criterio de flexibilidad 

habiendo de basarse la imposición de la medida en la valoración jurídica de los 

hechos, y muy especialmente en la edad, las circunstancias familiares y sociales, la 

personalidad y el interés del menor. 

En definitiva, y a diferencia de la Jurisdicción de adultos, el Juez de Menores 

no está obligado a imponer una medida en función del hecho cometido, sino que 

tendrá que efectuar una valoración de las circunstancias enumeradas.17  

Impregnadas igualmente por el principio de flexibilidad aparecen recogidas las 

formas en las que el Juez de Menores puede modificar las medidas, aun cuando ya se 

estén ejecutando, pudiendo: 

 Sustituir la medida por otra que considere más adecuada para el menor de 

entre las que podría haber impuesto inicialmente a la infracción cometida. 

 Reducir la duración de la medida durante el tiempo que el Juez estime 

oportuno siempre teniendo en cuenta el informe del Equipo Técnico y dando 

audiencia previa al Ministerio Fiscal y al letrado del menor. 

 Dejar sin efecto la medida impuesta dando por concluida la ejecución de la 

misma por considerarse que el tiempo cumplido ya ha sido suficiente, cuando 

el menor manifiesta su voluntad de conciliarse con la víctima durante la 

ejecución de la medida y ésta se lleve a cabo en los términos del artículo 19 se 

dejará sin efecto la medida y cuando el menor pase a cumplir la medida en un 

establecimiento penitenciario. 

                                                           
17

 No obstante, hay supuestos en que el Juez de Menores se ve obligado a imponer la medida 
de internamiento en régimen cerrado. Véase artículo 9. 5º LORPM “ Excepcionalmente, cuando 
los supuestos previstos en la regla anterior revistieran extrema gravedad, apreciada 
expresamente en la sentencia, el Juez habrá de imponer una medida de internamiento de 
régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada sucesivamente por otra 
medida de libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de otros cinco años. Sólo 
podrá hacerse uso de lo dispuesto en los artículos 14 y 51.1 de esta Ley una vez transcurrido 
el primer año de cumplimiento efectivo de la medida de internamiento”. 
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En los últimos años el número de medidas que se ejecutan ha aumentado 

(cosa que no ha hecho el número de delitos cometidos) como consecuencia del 

aumento del elenco de las medidas a imponer hasta un total de 15.  

Este es un dato que debe reputarse como positivo pues significa que las 

nuevas medidas introducidas se amoldan a la comisión de delitos que a lo mejor 

habrían sido desjudicializados o corregidos con medidas de distinta naturaleza. 

A este aumento de medidas no debe otorgársele connotaciones retributivas ni 

intervencionistas sino connotaciones positivas que permiten imponer al menor la 

medida más adecuada a sus circunstancias personales y a las del hecho cometido. 

Así pues, para los casos en que no se opté por desjudicialización, el amplio 

abanico de medidas permitirá acertar en la imposición de la medida adecuada y así 

preservar el interés superior del menor. 

Por tanto, las técnicas de diversión y el catálogo de medidas son piezas del 

mismo engranaje que permiten dar una respuesta ideal al delito. Pues parece obvio 

que si no se puede desjudicializar por cualquier motivo, y por ende hay que imponer la 

medida, mejor y más acertada será la respuesta cuanto mayor sea el ramillete de 

medidas a elegir. 

En cuanto a la posibilidad de incorporar nuevas medidas en el futuro señalar 

que se echa de menos la presencia de algunas medidas, como la multa18, que sólo 

tendría sentido cuando el menor dispusiese de medios propios y supondría una media 

con importante carga de significación para el menor o la posibilidad de una medida de 

permanencia de semana para menores que por ejemplo hayan abandonado los 

estudios y tengan una ocupación laboral durante los fines de semana con el objetivo 

de compatibilizar la medida con su vida laboral. 

 

3.2. ESTRATEGIAS DESJUDICIALIZADORAS LORPM 

 

Uno de los aspectos más innovadores y característicos de la LORPM es la 

posibilidad de desjudicializar el procedimiento a través de diferentes métodos que 

denominaremos estrategias desjudicializadoras o técnicas de diversión. 

El monopolio de estos métodos queda en manos del Ministerio Fiscal por ser 

éste titular del ejercicio de la acción penal y ostentar a su vez el monopolio del 

ejercicio del principio de oportunidad. A través de este principio de oportunidad reglado 

                                                           
18

 CEZON GONZALEZ, C. La nueva Ley Orgánica Reguladora de la Responsabilidad Penal de 

los Menores, Editorial Bosch, S.A. Barcelona, 2001, P. 54. 
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se alcanzan una serie de pistas de salida para extraer al menor del proceso judicial 

con la menor carga posible. Hay tres tipos: 

A/ Desistimiento a la incoación por corrección en el ámbito educativo y 

familiar (art.18 LORPM) 

Es la variante más radical del principio de oportunidad, y cronológicamente la 

primera que se puede efectuar, en tanto en cuanto el procedimiento aún no se ha 

judicializado y su conclusión depende tan sólo de la decisión del Fiscal instructor, 

siempre dentro de los presupuestos legales. 

Su fundamento se encuentra en el hecho de que la infracción en cuestión se 

trata de un hecho aislado que, por su propia naturaleza, no denota la presencia en el 

menor de factores criminógenos subyacentes, de riesgo social y de repetición de esa 

infracción penal u otras más graves, sino que responde más bien a una conducta 

antisocial puntual, propia de la adolescencia y que, en la medida en la que el entorno 

inmediato del menor pueda ofrecer una respuesta correctora, no se justifica una 

intervención tan grave como la que procede de la justicia penal. La finalidad del 

legislador es dejar al margen del procedimiento de menores la llamada criminalidad de 

bagatela, los hechos delictivos de menor importancia, para los que resulta innecesaria 

otra intervención si el menor es o ha sido corregido dentro del ámbito educativo y 

familiar en que se desenvuelve19. 

Como presupuestos necesarios para aplicar el desistimiento señalar en primer 

lugar que sólo cabe respecto a aquellos hechos que constituyan delitos menos 

graves20 En segundo lugar, el delito menos grave no debe revestir ningún tipo de 

violencia e intimidación, y por último es necesario que el menor no haya cometido 

otros hechos de la misma naturaleza21. 

No obstante, esto no significa que el menor no tenga que cargar con ninguna 

consecuencia pues el que no se incoe el expediente de reforma: 

1) No obstará a la posibilidad de que pueda ejercitarse por el perjudicado las 

correspondientes acciones civiles contra el menor. 

                                                           
19

 Circular 9/2011 de la Fiscalía General del Estado sobre criterios para la unidad de actuación 
especializada del Ministerio Fiscal en materia de reforma de menores. P. 31.  
 
20

 Para determinar que es delito menos grave debe acudirse a los artículos 13.2 y 33.3 CP. 

21
 La Ley se refiere a hechos y no a condenas firmes por lo que podría bastar con que conste 

que el menor haya cometido unos hechos (aunque se haya desistido de su incoación) para 
privarle del beneficio del desistimiento. 



13 
 

2) El Ministerio Fiscal dará traslado de lo actuado a la entidad pública de 

protección de menores.22 

 B/Sobreseimiento del expediente por conciliación, reparación o actividad 

educativa (art. 19 LORPM) 

El artículo 19 LORPM regula una modalidad de desistimiento del Fiscal en el 

ejercicio de la acción penal, una vez incoado expediente de reforma, a través de la 

mediación, que constituye la fórmula más utilizada de desjudicialización en el ámbito 

de la justicia de menores. 

Las infracciones penales ante las que cabe son más extensas que las del 

artículo 18 al permitirse en este supuesto que la infracción revista cierto grado de 

violencia o de intimidación. Es por ello que puede operar en un ámbito muy en auge en 

la actualidad como es el acoso escolar en el que los menores en ocasiones realizan 

conductas que entrañan pequeñas dosis de violencia, quedando excluida ex lege la 

aplicación del artículo 18, pero resultando plenamente aplicable el proceso de 

mediación. 

La conciliación se entiende producida cuando el menor reconoce el daño ante 

la víctima y ésta acepta sus disculpas. Su finalidad es que la víctima reciba una 

satisfacción psicológica a cargo del menor infractor. 

La reparación es el compromiso asumido por el menor con la víctima de 

realizar determinadas acciones en beneficio de aquellos o de la comunidad, seguido 

de su realización efectiva. La reparación posee un estrato más material que la 

conciliación siendo especialmente relevante la reparación económica.23  

Por último el Fiscal también podrá sobreseer el expediente cuando el menor se 

haya comprometido a cumplir las actividades educativas propuestas por el Equipo 

Técnico en su informe. Considero que por tales debe entenderse a las actuaciones 

realizadas en beneficio de la comunidad y que pueden ser muy útiles para aquellas 

conductas que constituyen delitos sin víctima (o cuando la víctima se retire del proceso 

de mediación) pero que lesionan intereses generales de la colectividad. Como ejemplo 

podría citarse los cursos de seguridad vial que se proponen con mucha frecuencia en 

                                                           
22

 El traslado a la entidad de protección se dará sólo cuando el menor se encuentre en 
situación de desamparo. En el caso de pertenecer a una familia estructurada no habrá 
intervención de ningún organismo público. 
 
23

 Sin perjuicio de la responsabilidad civil que será abonada igualmente. 
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el marco del delito de conducción de vehículo de motor o ciclomotor sin permiso o 

licencia24  

Una vez asumidos estos compromisos con la víctima y en su caso cumplido, el 

Fiscal solicitará el sobreseimiento del expediente al Juez. 

Finalmente señalar que la mediación, como solución extrajudicial, goza de gran 

aceptación por parte de las víctimas, que se sienten reconocidas y se les ofrece la 

posibilidad de un resarcimiento moral, evitando al tiempo el proceso, con la carga de 

victimización secundaria que conlleva. También son muy valoradas por los menores 

infractores, a quienes permite eludir el contenido estigmatizador del proceso (Circular 

9-11), y de cara a la sociedad sirven para acallar la alarma social producida por la falta 

de respuesta a la delincuencia de bagatela de los menores; así como, para frenar el 

sentimiento de impunidad que un archivo sin más, podría ocasionar entre la 

población.25  

 C/Sobreseimiento en base al artículo 27.4 LORPM 

El art. 27.4 LORPM, como una manifestación más del principio de oportunidad, 

permite, concurriendo los mismos presupuestos normativos que en el art. 1926 

“interesar el sobreseimiento cuando el equipo técnico proponga en su informe la 

conveniencia de no continuar la tramitación del expediente en interés del menor, por 

haber sido expresado suficientemente el reproche al mismo a través de los trámites ya 

practicados, o por considerar inadecuada para el interés del menor cualquier 

intervención, dado el tiempo transcurrido desde la comisión de los hechos. La 

posibilidad de sobreseimiento por haber sido el reproche ya expresado 

suficientemente es plenamente congruente con los principios de esta jurisdicción en la 

que han de evitarse al menor, dentro de lo posible, los efectos aflictivos que el proceso 

pudiese llegar a producirle, en la certeza de que, para muchos menores, el verse 

sometido a un expediente de reforma constituye ya corrección suficiente. También es 

general el convencimiento sobre la ineficacia o inconveniencia de intervenciones 

tardías o extemporáneas. Debe observarse, además, la remisión que a este precepto 

se hace en el art. 18 de la LORPM. Cuando el Fiscal estimara conveniente el 

desistimiento, pero no fuere éste posible por constarle a los menores antecedentes por 

                                                           
24

 FERREIRÓS MARCOS, C.E y otros La mediación en el Derecho Penal de Menores. Editorial 
Dykinson. Madrid, 2011. P. 192. 

25
 FERNÁNDEZ MOLINA, E. Entre la educación y el castigo Editorial Tirant Lo Blanch. 

Valencia, 2008. P. 198. 

26
 El correcto entendimiento de tal mención, debe realizarse desde el plano de las infracciones 

ante las que cabe acordar dicha propuesta pero no exigirse la concurrencia de los elementos 
de la mediación. 
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hechos de la misma naturaleza, deberá incoar el expediente y, en su caso, actuar 

conforme autoriza el art. 27.4 de la presente Ley.  

En definitiva, se ha comprobado como la LORPM asume como opción de 

política criminal que no siempre que exista culpabilidad por parte del menor habrá que 

castigar. En concreto, la Ley entiende que se castigará sólo cuando sea necesario y 

adecuado para el interés del menor y, tal y como se ha demostrado, cuando la 

prevención de los delitos y la protección de la sociedad así lo permitan. Así pues, 

estos supuestos implican renunciar a la audiencia y a la imposición de un convenio 

sancionador educativo en sentencia, pero no abandono de la necesaria intervención 

educativa que se procurará articular por medios de naturaleza extraprocesal. 

4. INTERVINIENTES 

 

El procedimiento penal de menores no es un proceso que se desarrolle 

automáticamente, sino que requiere de la participación de varios sujetos que 

desempeñan sus respectivas funciones a lo largo del mismo. Éstos son: El menor, el 

Juez de Menores, el Ministerio Fiscal, el Equipo Técnico, la víctima y el abogado. 

 

4.1 EL MENOR 

 

El menor es el verdadero protagonista del proceso. Es parte activa en cuanto 

persona que comete el ilícito penal y es parte pasiva en cuanto persona sobre la que 

se ejerce el “ius puniendi” del Estado.   

La intervención del menor en el proceso debe tener lugar, por exigencias 

legales y constitucionales, desde el mismo momento en que comienza el expediente y 

contará con una serie de derechos y garantías procesales: 

 El menor tiene desde un primer momento derecho a ser informado de los 

derechos que le asisten así como de los hechos que se le imputan. En la 

práctica, las comunicaciones con el menor se realizan de forma empática, 

tratándole de tú, y exponiéndole de manera totalmente comprensible sus 

derechos y todas las circunstancias que rodean el caso. 

 El menor tiene derecho a solicitar la práctica de diligencias de investigación y a 

intervenir en las que se realicen. Cobra especial relevancia el derecho que 

tiene la defensa del menor a solicitar la declaración de éste cuantas veces lo 

estime oportuno.  

 El menor tiene derecho a ser oído por el Juez antes de adoptar cualquier 

resolución que le concierna personalmente. 
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 Los derechos más específicos del menor son los de naturaleza asistencial: la 

asistencia afectiva y psicológica en cualquier estado y grado del procedimiento, 

con la presencia de los padres o de otra persona que indique el menor, si el 

Juez de Menores autoriza su presencia (art. 22.1.e LORPM) y la asistencia de 

los servicios del equipo técnico adscrito al Juzgado de Menores (Art.22.1.f 

LORPM). 

 Reconoce el artículo 22.b) el derecho del menor a mantener una entrevista 

privada entre él y su abogado incluso antes de prestar declaración. Se trata 

con ello de garantizar en mayor medida la defensa del proceso, previniendo al 

imputado de la trascendencia de sus respuestas y aconsejándole sobre la 

estrategia defensiva que mejor conviene a sus intereses. Este Derecho fue 

muy tardío en cuanto a su aparición pues no se manifestó legalmente hasta la 

promulgación de la LO 4/1992.27 Durante muchos años hubo discusiones sobre 

si éste derecho se extendía aparte de a la declaración en sede fiscal a la 

declaración en sede policial, pues en dicha sede sólo se reconocía “el derecho 

a asistencia letrada”. La consulta 2/2005 de 12 de Julio de la Fiscalía General 

del Estado sostuvo un criterio amplio abarcando in totum las diligencias 

(incluidas las policiales). “Debe partirse del reconocimiento del derecho del 

menor detenido a entrevistarse reservadamente con su letrado incluso antes de 

prestar declaración en sede policial teniendo en cuenta la especial necesidad 

de protección del menor y la preservación prioritaria de sus derechos y la 

evitación de eventuales indefensiones, lo que aconseja que los Cuerpos de 

Seguridad permitan esta entrevista cuando sea solicitada por el menor o por 

sus representantes”. En cuanto a la posible discordancia del menor y sus 

representantes a la hora de designar abogado señalar que desde el momento 

en que el menor ostenta en este proceso capacidad procesal parece que se ha 

de incluir que es su voluntad la que debe ser tenida en cuenta. 

Finalmente, este criterio se reflejó en la reforma 8/2006 LORPM la cual ha 

incorporado la siguiente redacción” El menor detenido tendrá derecho a la 

entrevista reservada con su abogado con anterioridad y al término de la 

práctica de la diligencia de toma de declaración” (artículo 17.2.2º)28. 

 

                                                           
27

 La Ley de Tribunales Tutelares de Menores prohibía su intervención. 
 
28

 Clasificación de los Derechos siguiendo a GARCÍA-ROSTÁN CALVÍN, G., El Proceso Penal 
de Menores: Funciones del Ministerio Fiscal y del Juez en la instrucción, el período intermedio 
y las medidas cautelares. Editorial Thomson-Aranzadi, 1ª edición. Pamplona, 2007. Pp. 58-65. 
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4.2. EL JUEZ DE MENORES 

 

El órgano judicial quizá sea la figura que menos diferencias muestra con 

respecto a su homólogo en la jurisdicción de adultos.   

El desempeño de este cargo exige cierto grado de especialización. El artículo 

329.3 de la LOPJ señala que “los concursos para la provisión de los Juzgados de 

Menores se resolverán en favor de quienes, ostentando la categoría de Magistrado y 

acreditando la correspondiente especialización en materia de menores en la Escuela 

Judicial, tengan mejor puesto en su escalafón. En su defecto, se cubrirán por 

magistrados que hayan prestado al menos tres años de servicio, dentro de los cinco 

anteriores a la fecha de la convocatoria, en la jurisdicción de menores”. Dicho 

planteamiento viene corroborado por la Disposición Final 4ª  LORPM.29 

Es una lástima, y quizá una exigencia para el futuro, la falta de un órgano 

especializado para conocer de la apelación de las sentencias de los Juzgados de 

Menores. La competencia funcional para conocer de estos recursos corresponde a la 

Audiencia Provincial pero ésta no es un órgano especializado30  

En cuanto a la función del Juez propiamente dicha, señalar que su campo de 

actuación más directo se encuentra en el enjuiciamiento, pues en el proceso penal de 

menores la fase de instrucción se encuentra atribuida al Ministerio Fiscal. 

No obstante, sí que tiene intervención en los actos que por ser exclusivamente 

jurisdiccionales no pueden ser realizados ni acordados por el Ministerio Fiscal. Así por 

ejemplo, corresponde al Juez de Menores autorizar para las prácticas que sean 

precisas para una buena investigación que supongan la realización de diligencias 

restrictivas de derechos fundamentales (inviolabilidad del domicilio, libertad, etc.) 

También puede acordar el secreto del expediente desde el inicio de la 

instrucción y prolongarlo durante toda ella31.  

Por último también podrá decretar, a instancias del Ministerio Fiscal, la 

adopción de medidas cautelares que aparte de los requisitos generales (fumus boni 

iuris o periculum in mora) deberán ser adoptadas en interés del menor. 

                                                           

29
 El Consejo General del Poder Judicial y el Ministerio de Justicia, en el ámbito de sus 

competencias respectivas, procederán a la formación de miembros de la Carrera Judicial y 
Fiscal especialistas en materia de Menores […]. 

30
 Ya hubo un intento de especialización en las Salas de los TSJ pero éste no llegó a ocurrir y 

se vio definitivamente suprimido por la Ley 9/2000. 

31
  Por el contrario, la legislación de adultos sí establece límites temporales al secreto del 

expediente. 
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La consideración especial de su interés impone al Juez un deber reforzado de 

motivar sus decisiones sobre la idea rectora del procedimiento; el superior interés del 

menor.  

 

4.3. MINISTERIO FISCAL 

 

La figura del Ministerio Fiscal en el actual sistema de responsabilidad de 

menores es la que mayores diferencias presenta respecto a su homólogo en la 

legislación de adultos. 

El personal de esta Sección de Menores debe contar con la especialización 

que exige la DF 4ª LORPM y que es igualmente predicable para los Jueces de 

Menores. 

La dirección de la instrucción es sin lugar a dudas la característica más 

llamativa, singular y sorprendente de entre todas las que cabe atribuirle a este órgano. 

Se le otorga el papel de “Director de la Investigación”, correspondiéndole, en este 

sentido, acordar la práctica de las diligencias instructoras dirigidas a investigar el 

hecho punible y la participación en él del menor, es decir, le corresponde la función de 

preparar el juicio oral o proponer al Juez el sobreseimiento.32   

El Fiscal de Menores ostenta, en segundo lugar, el clásico papel de parte 

acusadora, al ser titular de la acción pública dimanante de los delitos cometidos por 

menores. 

En tercer lugar, mantiene el monopolio en el ejercicio de la acción penal, en su 

vertiente más relevante de acceso a la jurisdicción penal, al ser el único titular de la 

facultad discrecional de no incoar el procedimiento en virtud del principio de 

oportunidad reglada recogido en el artículo 18 LORPM. Además, puede solicitar en 

sobreseimiento en los supuestos de conciliación con la víctima o por haber sufrido ya 

suficiente reproche el menor (artículos 19 y 27.4 LORPM). 

La intención del legislador es clara; se busca evitar la contaminación del juez 

de Menores, ya que, se estaría quebrando el principio de imparcialidad que reviste a 

los jueces si instruyese el órgano jurisdiccional que posteriormente juzgase 

Sin embargo, la atribución al Ministerio Fiscal de tan amplias facultades suscita 

dudas entre la doctrina sobre si ese hecho provoca la invasión por parte del Fiscal de 

la potestad jurisdiccional.  

                                                           
32

 DÍAZ MARTÍNEZ, M. La instrucción en el proceso penal de menores. Editorial Colex, 1ª 
edición. Madrid, 2003. P. 93. 
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Para un sector de la doctrina esta capacidad del Fiscal es desmesurada y 

puede resultar un arma de doble filo para el propio sistema. El abuso de la flexibilidad 

puede dar lugar a una actuación discriminatoria, la Ley define la figura de un fiscal 

omnipotente que puede realizar un filtro tan grande que delimite el sistema de justicia 

de menores según su criterio. De tal forma que, en el ámbito de la pequeña 

delincuencia, sólo aquellos asuntos que el Fiscal de menores decida que lleguen a 

juicio, serán objeto de enjuiciamiento para el Juez de Menores33. Se está convirtiendo 

al Fiscal en el ámbito de este procedimiento en un órgano verdaderamente enjuiciador, 

al concederle funciones que exceden del ámbito de acusación para entrar en el de la 

declaración de derechos, y que por lo tanto son propias y exclusivas de los jueces, ya 

que puede, tras valorar el material instructor y el interés del menor, adoptar la decisión 

de cerrar el proceso definitivamente sin juicio ni sentencia, con posible infracción del 

derecho a la tutela judicial efectiva de las víctimas, y carácter probablemente 

inconstitucional, al carecerse de control judicial sobre dichas facultades.34  

Para otro sector, y a  favor de la postura de la Ley se defiende que “lejos de 

invadir la potestad jurisdiccional permite su preservación al atribuirle al Juez de 

Menores las funciones que le son propias, es decir, las de enjuiciamiento y entre las 

que no se encuentran las de dirigir los actos de investigación previos a la fase de 

enjuiciamiento”.35  

Personalmente me inclino, siguiendo a GRANDE SEARA36 por esta opción al 

considerar que el fundamento de esta norma radica en razones de utilidad social que 

aconsejan la renuncia a la acción penal confiriendo la responsabilidad de la corrección 

a los ambientes educativos familiares. 

4.4. EQUIPO TÉCNICO 

  Se trata de una figura propia del proceso penal de menores que se asemeja, 

salvando las distancias, a la figura del perito. Si la pericia viene a ser el cristal de 

aumento a través del cual el juzgador ve aquello que no podía percibir por sus propios 

                                                           
33

 FERNÁNDEZ MOLINA, E. Entre la educación y el castigo. Editorial Tirant Lo Blanch. 
Valencia, 2008. P. 193.  

34
 VARELA GÓMEZ, B.J. Desistimiento y sobreseimiento en el procedimiento penal de 

menores. Servicio de Publicaciones de la Universidad de Santiago de Compostela, 2006. P. 
360. 

35
 MORENILLA ALLARD “Comentario al artículo 18 LORPM” en GÓMEZ RIVERO, M.D.C. 

(coord.) Comentarios a la Ley Penal del Menor (Conforme a las reformas introducidas por la LO 
8/2006) Editorial Iustel. Madrid, 2007. P. 104. 
 
36

 GRANDE SEARA, P. “Capítulo III. Incoación del Expediente de Reforma y Fase de 
Instrucción”, en GONZÁLEZ PILLADO, E: Proceso penal de menores. Editorial Tirant Lo 
Blanch. Valencia, 2008. Pp. 142-143.  
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ojos, en un campo como el de las Ciencias del Menor, este apoyo técnico resulta 

indispensable por dos razones principales: una, las peculiaridades del sujeto sobre el 

que recae el proceso; y otra, la especial trascendencia de las decisiones en este 

campo, en el que existe  un mandato constitucional reforzado, a partir del art. 25.2 CE, 

de procurar la reinserción social de los menores, reeducándolos, antes que 

reprimiéndolos.37 Por lo cual, el interés superior del menor ha de ser valorado con 

criterios técnicos y no formalistas por equipos de profesionales especializados en el 

ámbito de las ciencias no jurídicas.38 

   El Equipo Técnico se configura como un órgano colegiado multidisciplinar 

formado por especialistas técnicos de lo psicosocial39 (educadores, trabajadores 

sociales y psicólogos) cuya función es asistir técnicamente en las materias propias de 

sus disciplinas profesionales a los jueces de menores y al Ministerio Fiscal, elaborando 

los informes, efectuando las propuestas, siendo oídos y, en general, desempeñando 

las funciones que tengan legalmente atribuidas. Del mismo modo, prestarán asistencia 

profesional al menor desde el momento de su detención y realizarán funciones de 

mediación entre el menor y la víctima o perjudicado.40  

Aspecto esencial y culminante de su actuación es la emisión de su informe. El 

informe versará sobre la situación psicológica, familiar, educativa y socio ambiental del 

menor así como de cualquier otra circunstancia relevante a los efectos de adopción de 

la medida judicial. 

La importancia del informe es tan trascendental que su ausencia conllevaría un 

claro supuesto de nulidad de actuaciones por omisión de normas esenciales del 

procedimiento productora de efectiva indefensión.41  

Y pese a que su carácter es no vinculante, la realidad y la práctica demuestran 

que el Fiscal incorpora en sus decisiones las propuestas del Equipo Técnico ya que es 

indudable que este órgano perfila la dimensión no jurídica de los problemas que 

                                                           
37

 DE URBANO CASTRILLO, EDUARDO “Los equipos técnicos en la Ley Penal del Menor” 
Revista Jurídica de la Comunidad de Madrid, nº 9, Enero 2001. P. 1.  
 
38

 Exposición de Motivos de la Ley Orgánica de Responsabilidad Penal del Menor. 
 
39

 MINGO BASAÍL, M.L., “Psicólogos, educadores sociales y trabajadores sociales en los 
juzgados de menores. La actuación del equipo técnico”, Indivisa: Boletín de estudios e 
investigación, n º 6, 2005, P. 144. 
 
40

 Véase sus funciones en el artículo 4 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio, por el que 
se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 
responsabilidad penal de los menores. 
 
41

 Sentencia núm. 115/2002 de 26 abril.  Audiencia Provincial de Sevilla (Sección 3ª). En el 
sentido de otorgar notable y vital importancia al Informe del Equipo Técnico citar entre otros el 
Auto de la Audiencia Provincial de Valladolid (Sección 2ª) de 31 de Marzo de 2.005. 
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plantea la justicia de menores. Así pues es obvio que debe procurarse mantener un 

contacto ininterrumpido y fluido entre ambos órganos.42 

El Equipo Técnico participa en casi todos los trámites del proceso: en la 

comparecencia de medidas cautelares (artículo 28.2), la audiencia (art. 35.1 y 37.2), la 

suspensión de la ejecución del fallo (art. 40), la vista del recurso de apelación contra la 

sentencia (artículo 41.1), la sustitución de medidas (artículo 50.2 y 51.1) y el 

alzamiento de una medida por conciliación sobrevenida a su ejecución (Art. 51.2)43  

Especialmente relevantes junto a la emisión del informe son las siguientes 

funciones: 

 Proponer intervención psicoeducativa sobre el menor y la familia así como 

realizar evaluaciones y diagnósticos específicos (psicológicos, médicos, etc.) 

 Proponer actividad reparadora o de conciliación con el perjudicado/a con 

indicación expresa del contenido y la finalidad de dicha actividad, situación que 

puede terminar desembocando en el sobreseimiento de la causa (función de 

mediación.44 

 Proponer la conveniencia de no continuación del expediente por haber sido 

suficiente el reproche al menor o por considerar inadecuada cualquier 

intervención por el tiempo transcurrido. 

 

4.5. LA VÍCTIMA 

La victima siempre fue considerada como la “figura olvidada” de la legislación 

de menores a lo largo de los años. “En un mundo en que la información no es un bien 

escaso, la víctima del delito es con no poca frecuencia olvidada como destinataria que 

a ella incumbe”.45 Este olvido se fundamenta en la propia naturaleza educativa de la 

Ley por la cual parece conveniente la eliminación de cualquier otro interés que 

incorpore elementos contraproducentes al sistema como pueden ser las legítimas 

aspiraciones vindicativas de la víctima46 Sin embargo, a raíz de casos concretos47, la 
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 Consultable en: https://www.fiscal.es/fiscal/PA_WebApp_SGNTJ_NFIS/descarga/  
 
43

 MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, J.A. “Fundamentación Jurídica de la Ley Penal Juvenil”. Impreso 
en Estados Unidos de América, 2013. P. 380.  
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https://www.fiscal.es/fiscal/PA_WebApp_SGNTJ_NFIS/descarga/Ponencia%20Gema%20Garc%C3%AD
a%20Hern%C3%A1ndez.pdf?idFile=f67ad784-7262-45fe-b19b-ae49d93521aa 
 
45

 Instrucción de la Fiscalía General del Estado 8/2005 de 26 de Julio, sobre el deber de 
información en la tutela y protección de las víctimas en el proceso penal. 
 
46

 FERNÁNDEZ MOLINA, E, (2008) op. cit., p. 205.  

47
 Como elemento detonador de este cambio legislativo debe citarse especialmente el caso de 

Sandra Palo, en el que tres menores violaron, atropellaron y prendieron fuego a una disminuida 

https://www.fiscal.es/fiscal/PA_WebApp_SGNTJ_NFIS/descarga/
https://www.fiscal.es/fiscal/PA_WebApp_SGNTJ_NFIS/descarga/Ponencia%20Gema%20Garc%C3%ADa%20Hern%C3%A1ndez.pdf?idFile=f67ad784-7262-45fe-b19b-ae49d93521aa
https://www.fiscal.es/fiscal/PA_WebApp_SGNTJ_NFIS/descarga/Ponencia%20Gema%20Garc%C3%ADa%20Hern%C3%A1ndez.pdf?idFile=f67ad784-7262-45fe-b19b-ae49d93521aa
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sociedad empezó a hacerse eco de la desprotección de las víctimas de infracciones 

penales cometidas por menores. Esto desembocó en sendas reformas legislativas (LO 

15/2003 y LO 8/2006) que legalizaron los derechos de los perjudicados por ilícitos 

penales cometidos por menores.  

Las últimas reformas colocan en un primer plano los intereses de las víctimas, 

quizás hasta ahora preteridas o eclipsadas por el papel estelar que al superior interés 

del menor se reconoce en esta jurisdicción especializada.48  

En la redacción actual las victimas ostentan los siguientes derechos:  

 a) Ejercitar la acusación particular durante el procedimiento. 

 b) Instar la imposición de las medidas a las que se refiere esta ley. 

 c) Tener vista de lo actuado, siendo notificado de las diligencias que se 

soliciten y acuerden. 

 d) Proponer pruebas que versen sobre el hecho delictivo y las 

circunstancias de su comisión, salvo en lo referente a la situación 

psicológica, educativa, familiar y social del menor. 

 e) Participar en la práctica de las pruebas 

 f) Ser oído en todos los incidentes que se tramiten durante el 

procedimiento. 

 g) Ser oído en caso de modificación o de sustitución de medidas impuestas 

al menor. 

 h) Participar en las vistas o audiencias que se celebren. 

 Formular los recursos procedentes de acuerdo con esta ley. 

No obstante, la victima tampoco pasa a convertirse en una figura 

plenipotenciaria, ya que no puede sostener la acusación cuando el Fiscal haya 

declinado optar por la acusación por motivos de oportunidad y solicite el 

sobreseimiento. 

                                                                                                                                                                          
psíquica, en el que se dictó sentencia en octubre de 2003. Con el acto del juicio se produjo un 
clamor popular en el sentido de dar mayor participación a las víctimas, reflejado ampliamente 
por los medios de comunicación. El Ministro de Justicia anunció una reforma de la Ley del 
menor, lo que se produjo en noviembre del mismo año. 
 
48

 VARGAS, ANA ISABEL “Los jóvenes maltratadores ante la justicia. El papel de la Fiscalía” 
Revista de estudios de juventud. Septiembre 2009. Nº 86, P.124. 
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La LORPM atribuye al Fiscal en exclusiva la facultad de decidir sobre la 

adopción de las soluciones extrajudiciales del art. 19 LORPM y sobre la posibilidad de 

sobreseimiento prevista en el art. 27.4 de la misma Ley, careciendo de relevancia la 

oposición de la acusación particular, que sólo podría impugnar la decisión si no se 

cumpliesen los presupuestos de legalidad requeridos en tales normas.49  

Así pues se pasa de un estadio de prácticamente “olvido absoluto de la víctima” 

a un enfoque victimológico de la Ley. De coadyuvante sin acción a vamos a 

denominarlo “cuasi acusador particular”. 

De todo lo anterior, a la conclusión a la que debe llegarse es a que la posición 

de la víctima en cuanto parte afectada en el proceso de menores ha sufrido un giro 

radical con las últimas reformas, en el sentido de aumentar tanto sus derechos como 

sus posibilidades de participación en el procedimiento. 

 

4.6. EL ABOGADO 

 

La función genérica del abogado de ejercer el derecho de defensa de su cliente 

en un procedimiento es algo de sobra conocido y que no presenta grandes diferencias 

con el procedimiento de adultos respecto a su actuación en sala, estrictamente 

hablando. Sin embargo, a consecuencia de las peculiares características de su cliente 

y de la normativa aplicable, el abogado no va a enfrentarse a un procedimiento de 

menores de igual forma que lo hace ante uno de adultos. Por ello, vamos a darle un 

enfoque distinto a esta figura y centrarnos principalmente en la actitud y nuevos 

métodos de actuación que el abogado tiene que mostrar en un procedimiento de 

menores. 

La forma de comunicarse con los menores presenta grandes diferencias 

respecto a la comunicación con los adultos. A los menores siempre se les trata con 

más tacto, ya que son personas cuya edad y madurez exigen que se les hable con 

cautela y delicadeza. 

El grueso de las comunicaciones se dirige hacia los padres del menor. El 

abogado, en la medida de lo posible, trata de quitar importancia al asunto delante de 

los padres y les explica las consecuencias que puede conllevar la comisión del ilícito, 

así como las especiales “penas” a imponer. 

                                                           
49

 Memoria Fiscalía General del Estado Año 2.014. P. 755. 

 

 



24 
 

No obstante, cuando existe la posibilidad de comunicarte a solas con el menor, 

la forma de proceder cambia y su actitud se encamina más a educar al mismo. Se le 

asusta un poco para que sea consciente de lo que ha hecho, intentando hacerle ver 

qué si sigue por el mismo camino puede acabar en la cárcel. 

Hay que tener en cuenta que normalmente la versión de los hechos la dan 

delante de sus padres y los menores sienten mucha presión precisamente por declarar 

delante de éstos y muchas veces mienten, pues, de decir la verdad, es probable que 

en casa sufran algún tipo de represalia. 

Aquí quizá sería necesaria una reforma legal que permitiese que las entrevistas 

entre letrado y menor, así como las declaraciones en sede de Fiscalía y Judicial 

estuviesen dispensadas de la presencia de los padres. 

Siguiendo el iter cronológico del procedimiento, el abogado procede a leer y 

examinar detalladamente las actuaciones y en base a ellas se sugiere una u otra línea 

de defensa.  

Se recomienda siempre declarar. Siempre puede aparecer una nueva línea de 

defensa de lo declarado. No declarar es una especie de “quien calla otorga”. El menor 

imputado tiene “derecho a mentir” (a no declarar en su contra) por lo que previamente 

se le recomienda matizar los hechos a conveniencia. 

Después de la declaración en sede de Fiscalía es importante hablar con el 

Fiscal para, en el caso de haber realizado un reconocimiento de hechos y no tener 

antecedentes, instar la desjudicialización del expediente. El papel negociador del 

abogado se torna en imprescindible en este momento. 

El mismo día de la vista puede llegarse a un acuerdo con el Fiscal. Se hace ver 

al menor y a sus representantes que la decisión les corresponde a ellos y el abogado 

actuará en virtud de lo que decidan. Si se opta por conformarse con los hechos, en la 

mayoría de los casos la entidad y la duración de las medidas se reduce 

sustancialmente. 

Una vez dictada sentencia se informa tanto al menor como a sus padres del 

contenido de la misma. Es preferible reunirse personalmente para aparte de señalar la 

condena explicar en qué consiste la medida impuesta, lugar de realización y régimen 

aplicable a la misma haciendo ver por último al menor que ya sabe las consecuencias 

de cometer infracciones y alentándole para que en un futuro no vuelva a cometerlas50. 

                                                           
50

 Entrevista realizada a mí compañera y abogada Lía Lemos Massó. PRODIS ABOGADOS 
S.C.P. Nº Colegiado 4048 ICAO. 
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A título ilustrativo y a modo estadístico cabe señalar que la gran mayoría de los 

casos sobre delincuencia juvenil que entran en un despacho tienen como sujeto pasivo 

a menores procedentes de familias desestructuradas, de menores que viven con sus 

abuelos. 

Una de las cosas que presencian los abogados y que es muy llamativa es que 

los menores no saben en muchas ocasiones que no se puede hacer lo que han hecho 

ni las consecuencias de los hechos que cometen. No saben por ejemplo que 

acompañando a quien comete un delito pueden ser calificados de coautores o de 

cómplices ni otras muchas cuestiones relevantes. Es por ello que debe realizarse una 

intervención desde la base para formar a los jóvenes en el civismo y así reducir la 

litigiosidad y los conflictos en este ámbito. 

Por último, señalar que el ejercicio profesional en esta materia es enriquecedor 

no sólo por motivos económicos sino porque en muchas ocasiones puedes percibir el 

agradecimiento hacia ti del menor  y el arrepentimiento del mismo ante su conducta. 

Es recomendable tanto realizar cursos de especialización en la materia como 

inscribirse en el turno de oficio correspondiente ya que con una buena formación no 

faltarán los casos ya que, tristemente, no hay mucha especialización en la materia. 

 

 

 

5. DISCUSIONES ACTUALES 

 

5.1. ¿CUÁL DEBE SER EL CRITERIO DE IMPUTABILIDAD? 

 

A lo largo de la historia han existido dos sistemas distintos a la hora de 

determinar la imputabilidad o inimputabilidad de un menor por la comisión de un delito. 

El sistema intelectual o del discernimiento y el sistema biológico o cronológico. 

El discernimiento se define como “el distinguir el bien del mal, el conocer la 

ilicitud de un hecho constitutivo de delito”. Temporalmente, el discernimiento fue previo 

al sistema biológico y fue el método empleado en el primer Código Penal de la historia 

de España, el de 182251. 

                                                           
51

 Código Penal 1822: Artículo 24: Si se declarare haber obrado sin discernimiento y malicia el 
menor de diecisiete años, no se le impondrá pena alguna, y se le entregará a sus padres, 
abuelos, tutores o curadores para que le corrijan y cuiden de él”. 
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Como gran ventaja de este sistema destaca que la madurez sólo es 

empíricamente demostrable “ad casum”, y que por lo tanto, establecer, en general, la 

imputabilidad o la inimputabilidad de una persona es, desde el prisma de la igualdad 

real o material, cuando menos, complejo. Para solventar estas dificultades debe 

analizarse la capacidad del sujeto casuísticamente, a fin de determinar si el mismo 

tiene o no discernimiento, esto es, capacidad de comprensión del desvalor de sus 

actos. 

Sin embargo, con el paso de los años, este sistema, más que elogios, lo que 

recibió fue críticas. Los inconvenientes del criterio del discernimiento radicaban en la 

imprecisión, vaguedad y arbitrariedad, elementos éstos que otorgaban una gran 

incertidumbre, junto a la dificultad que se planteaba a la hora de concluir si existía o no 

discernimiento en cada caso concreto, pudiendo en un mismo individuo incluso 

aceptarse el discernimiento en algunos delitos y no así en otros.52 Además, el criterio 

del discernimiento no tiene razón de ser por la inseguridad que se deriva de su 

contenido por las diferentes interpretaciones que se le asignan, además de los 

posibles fallos que pueden producirse en el transcurso de la investigación.53  

Critica tras critica el criterio del discernimiento se fue paulatinamente 

debilitando pasando prácticamente a ser un criterio histórico cuya última expresión se 

encuentra en el Código Penal de 1928 el cual ya pasa a adoptar un sistema 

puramente biológico que es el que sobrevive en esencia hasta nuestros días. 

Para el sistema biológico, la madurez del individuo se presume a partir de un 

momento determinado de su vida, con independencia de la veracidad empírica de 

dicha presunción, y aporta, sin duda, una considerable dosis de claridad en lo que a la 

fijación de la mayoría de edad penal se refiere. 

Así, conforme a este modelo, se fija cronológicamente un límite mínimo por 

debajo del cual se establece una presunción absoluta de inimputabilidad que 

no admite ser desvirtuada.   

Como fundamento de este sistema se encuentra que si el sistema adopta el 

criterio biológico-cronológico al establecer que hasta los dieciocho años el menor no 

está en condiciones de integrarse con participación activa en la sociedad y no se 

refiere a ninguna evaluación de capacidades intelectivas, volitivas ni psicológicas, ¿por 

                                                           
52

 VÁZQUEZ GONZÁLEZ, C. Delincuencia juvenil. Consideraciones penales y criminológicas 
Editorial Colex. Madrid, 2003. P. 227. 
 
53

 PÉREZ VITORIA, O. “La minoría penal y su tratamiento”. Editorial Bosch. Barcelona. 1940. 
Pp. 8 y 27.  
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qué a la hora de delimitar la franja de edad en la cual termina la exención de 

responsabilidad común, hemos de adoptar otro criterio?54  

Vistos los rasgos de uno y otro sistema resulta imposible afirmar rotundamente 

la supremacía de uno frente a otro. Pero sí considero conveniente exponer el sistema 

que consideraría justo.  

Para mí, la conjunción de ambos sistemas es la única solución que mantendría 

en vigor el principio de seguridad jurídica propio del sistema cronológico y la igualdad y 

tenencia en cuenta de la madurez que propugna el sistema del discernimiento. 

En el sentido propuesto se manifiesta PEREZ MACHIO al entender que “la 

presencia del criterio biológico, fundamentado en los principios de seguridad jurídica y 

practicabilidad, debe complementarse con el de discernimiento, que además de 

aportar el análisis del grado de madurez y comprensión del menor de los hechos 

considerados típicos, permite aplicar criterios de desigualdad positivos respecto a 

sujetos que, a pesar de ostentar idéntica edad, resultan desiguales en cuanto al nivel 

del desarrollo personal, en idéntico sentido que se realizan distinciones respecto a los 

adultos que ostentan una distinta capacidad de culpabilidad”55. Para mí, la aplicación 

de la LORPM dentro del ámbito subjetivo de la Ley (14-17) debe seguir rigiéndose por 

el sistema biológico.  

En cambio, aplicaría el sistema del discernimiento cuando se trate de menores 

de 14 años, excluidos de la aplicación de la Ley por el sistema biológico. Al menor de 

catorce años se le consideraría exento de responsabilidad criminal, a no ser que el 

Tribunal declarase expresamente que ha obrado  con discernimiento56  

          No debe considerarse como una modificación mediatizada ni retributiva basada 

en dar satisfacción a una sociedad que pugna por el castigo de los delitos. Todo lo 

contrario, no se busca el castigo del menor sino su educación.  

Dejar impune a un menor que ha obrado con el suficiente conocimiento para 

delinquir no puede ser considerado cómo algo positivo. Hay que hacerle ver al menor 
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 MORENILLA ALLARD, P en GÓMEZ RIVERO, M.D.C (2007) op. cit., p. 76.  

 
55

 Esta autora parece referirse a la necesidad de tener en cuenta el discernimiento a la hora de 
aplicar la medida pero yo voy más allá y busco analizar el discernimiento no para aplicar la 
medida que mejor se ajuste a la gravedad de los hechos y circunstancias del propio menor sino 
a tener en cuenta el discernimiento para la aplicación de la propia Ley. PÉREZ MACHIO, A.I. 
“El tratamiento jurídico-penal de los menores infractores –LO 8/2006-“Ed. Tirant Lo Blanch. 
Valencia, 2007. P. 55. 
 
56

 Cómo ya hacía el artículo 8 del Código Penal de 1848 “están exentos de responsabilidad 
criminal…el mayor de nueve años y menor de quince, a no ser que haya obrado con 
discernimiento. El Tribunal hará declaración expresa sobre este punto para imponerle pena o 
declararlo irresponsable”. 



28 
 

la ilicitud de su conducta y el daño que ha provocado con ello. El objetivo último es 

cubrir las lagunas educativas del menor y corregir ese amor hacia lo ilícito pues, de lo 

contrario, no va a desaparecer de la mentalidad del menor y probablemente volverá a 

delinquir amparándose en la falta de impunidad de sus conductas. 

 

  No obstante, la existencia de discernimiento no debe llevar aparejada 

automáticamente el recurso al sistema judicial. Debe tenerse en cuenta otro criterio 

conexo como es la entidad del delito. Determinados delitos generan lesiones de 

gravedad a bienes jurídicos especialmente protegidos y esas lesiones son las que 

deben precisar de una respuesta jurídico-penal y educativa siempre y cuando se halle 

con el conocimiento de lo ilícito, con independencia de la edad del menor. 

  

  Por el contrario, si son delitos que tienen escasa repercusión social o poco 

lesivos para los bienes jurídicos especialmente protegidos, soy partidario de mantener 

la exclusión de los menores de 14 años y así evitar un efecto estigmatizador para el 

menor. Así pues, establecería un elenco de delitos los cuales pudiesen ser castigados 

con arreglo a la LORPM, sólo aplicación de ciertas medidas y una duración máxima de 

las mismas. 

 

El supuesto de hecho a evitar sería el siguiente: 

Dos menores que se hayan criado juntos. Que se muevan por el mismo 

ambiente. Que uno de ellos haya cumplido 14 años y el otro se encuentre en los 13. 

Las capacidades cognoscitivas y volitivas vamos a considerarlas las mismas. 

Realizan una agresión sexual: Consecuencias: 

Menor de 14 años: Internamiento en régimen cerrado.  

Menor de 13 años: Nada 

Por tanto, para equilibrar esta situación, habría que primar el recurso al sistema 

del discernimiento frente al estático sistema biológico. Una leve diferencia de edad, de 

días incluso, no puede suponer tal desproporción en la consecuencia jurídica de un 

delito.  

Transponiendo este sistema a la realidad, se incluiría, por ejemplo, dentro de 

su ámbito de aplicación el caso del alumno que mató con una ballesta y un machete a 

un profesor en Barcelona (siempre que se demuestre que obró con discernimiento). 

Otra opción posible sería rebajar el límite de edad y mantener el criterio 

puramente biológico pero hay que tener en cuenta que el porcentaje de delitos 
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cometidos por menores de esa edad es ínfimo por lo que no requiere una respuesta 

generalizada ni totalitaria.57  

 

5.2. ¿DEBERÍA APLICARSE EL SISTEMA DE LA LEY ORGÁNICA DE 

RESPONSABILIDAD DEL MENOR A LOS MAYORES DE 18 Y MENORES 

DE 21 AÑOS?  

 

La ampliación del límite de edad superior de la LORPM para su aplicación a los 

delitos cometidos por mayores de 18 y menores de 21 años planteó ya desde sus 

orígenes mucha polémica. De hecho, la entrada en vigor del antiguo artículo 4 

LORPM, donde se recogía esta posibilidad, fue suspendida por el legislador hasta en 

dos ocasiones consecutivas.58 Finalmente, la aprobación de la Ley Orgánica 8/2006 

derogó definitivamente el contenido del artículo 4 pasando a darle una redacción 

totalmente distinta.  Llamativo es que el precepto estuvo un 1 mes y 5 días en vigor, 

claramente por un error material del legislador.59 

El fundamento de la ampliación del ámbito subjetivo radica en el hecho de que 

los denominados jóvenes-adultos presentan, en gran medida, las características de los 

adolescentes y se encuentran en una fase en la que su personalidad es  parcialmente 

inmadura, frágil e influenciable, expuesta a modificarse en virtud de sus facultades de 

adaptación en un sentido positivo o negativo y en los que los efectos criminógenos de 

las reacciones penales no son los más deseables.60 
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 Véase Anexos: Tabla III 
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 La primera suspensión se realizó a través de la Disposición Transitoria Única de la Ley 
Orgánica 9/2000 de 22 de Diciembre sobre Medidas Urgentes para la agilización de la 
Administración de Justicia y preveía la suspensión por un plazo de dos años. La segunda 
suspensión se produjo a raíz de la Disposición Transitoria Única de la Ley Orgánica 9/2002, de 
10 de Diciembre, de modificación del Código Penal y del Código Civil sobre sustracción de 
menores que señalaba que “Se suspende la aplicación de la Ley Orgánica 5/2000 de 12 de 
Enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, en lo referente a los infractores 
de edades comprendidas entre los 18 y 21 años, hasta el 1 de Enero de 2007. 
 
59

 Ante la trascendencia de este error y ante el miedo de una posible aplicación de la norma se 
pronunció la Instrucción 5/2006 del Fiscal General del Estado señalando que “el precepto no 
debe ser aplicado en la consideración que se trató de un error material del legislativo de la 
nueva LO 8/06 al olvidarse del período transitorio tras las suspensiones efectuadas por la LO 
9/00 y 9/02 hasta el 1 de enero de 2007 y que una interpretación gramatical podría “resultar 
contraria a la interpretación lógica, sistemática, histórica y teleológica de las normas jurídicas 
concernidas, produciría efectos no previstos ni deseados por el Legislador, que, tras evitarlos 
en sucesivas ocasiones, ha dispuesto la definitiva exclusión de la norma de nuestro 
ordenamiento jurídico en el sentido de entender que la norma derogatoria excluye lógica, 
sistemática, contextual, histórica y teleológicamente el efecto formal involuntariamente derivado 
del mantenimiento, por olvido del Legislador, de dicha Disposición Transitoria”.  
 
60

 PÉREZ MACHIO, A.I (2007), op. cit., p. 73.  
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Así pues, la aplicación de la LORPM a esta franja de edad obedece a razones 

de política-criminal ya que por su todavía juventud, su recién adquirida madurez, su 

inexperiencia vital, el fenómeno de prolongación de la adolescencia en la sociedad 

actual, etc. se hace más adecuado y conveniente, tanto para ellos como para la 

sociedad, que en algunos casos sean equiparados a los menores.61 

Esta circunstancia viene corroborada y refutada por investigaciones sobre 

socialización los cuales señalan que el proceso de maduración social depende 

fuertemente de la personalidad del individuo y de sus circunstancias vitales, y que muy 

bien puede extenderse hasta los 25 años.62  

Cómo ya se hizo en el anterior epígrafe, vuelvo a estimar conveniente 

manifestar mi opinión al respecto. Haciendo propia alguna de las enmiendas 

presentadas a esta Ley, considero que la supresión de este régimen «supone un paso 

atrás en la no judicialización de pequeñas infracciones», toda vez que el artículo 4 de 

la Ley Orgánica 5/2000 limita su aplicación únicamente a los delitos menos graves y 

faltas a través de los sistemas de mediación y soluciones extrajudiciales que prevé la 

Ley.63  

Apuesto por la necesidad de mantener en el ámbito de aplicación de la Ley 

Orgánica a los jóvenes de dieciocho a veintiún años desde el convencimiento de que 

es plenamente vigente la apuesta educativa y resocializadora de esta norma para esta 

franja de edad. 

Afirmar que la LORPM promueve la impunidad o que no da respuesta a la 

comisión de delitos muy graves, es tan falso, como olvidar que detrás de los 

comportamientos violentos de algunos sectores de la juventud, hay causas sociales, 

para cuya remoción se precisa una intervención integral de los poderes públicos. 

La filosofía de la norma debe ser la de permitir la posibilidad de aplicación de la 

LORPM en determinadas circunstancias a mayores de 18 años. Así pues, más que 

una norma general, debe ser considerada una excepción. Y moviéndonos en esa 

excepción es donde debemos decidir si es una excepción extensiva o restrictiva.  

En este momento pueden articularse dos soluciones: Bien aplicarse la Ley a los 

delitos menos graves y faltas dejando fuera a los delitos graves o bien aplicarse a los 
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 SERRANO TÁRRAGA M.D. y VÁZQUEZ GONZÁLEZ, C (2007) op cit., p. 338-339. 
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 ROSSNER “El Derecho Penal de Menores en Alemania con especial consideración de los 
adolescentes” en Legislación de Menores del Siglo XXI: análisis de Derecho Comparado. 
Editorial Consejo General del Poder Judicial, Madrid. 1999. P. 321. 
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 Véase la enmienda nº 5 del Grupo Parlamentario Vasco recogida en el Boletín Oficial de las 
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delitos graves dejando fuera del ámbito de aplicación a los delitos menos graves y 

faltas. 

Pues bien, la respuesta es prácticamente de sentido común: La aplicación debe 

hacerse a los delitos menos graves y faltas. 

Es del todo absurdo pensar que un joven de 20 años pueda matar y que se le 

imponga una medida de internamiento en régimen cerrado mientras que si el mismo 

joven roba sea condenado a pena de prisión. 

Pero, además de encontrarse en ese rango de edad y de haber cometido un 

delito menos grave o leve, deben tenerse en cuenta otros factores como que las 

circunstancias personales del imputado y su grado de madurez aconsejen la aplicación 

de la presente Ley, especialmente cuando así lo haya recomendado el equipo técnico 

en su informe”. 

Así pues, a la conclusión a la que se llega es que es útil, pertinente, social y 

acorde a las circunstancias el permitir que un joven que cometa un delito con 18-20 

años, siempre que no sea reincidente, que el delito no sea calificado de muy grave y 

que las circunstancias del caso lo aconsejen, cumpla medida de acuerdo con la 

LORPM. Es una especie de segunda oportunidad. 

Por último señalar que estos jóvenes no son ajenos al sistema de menores 

pues de 3 de cada 4 se encuentran cumpliendo una medida en centros de menores. 

Es decir, si pueden cumplir la medida en centros creados por la propia LORPM no 

debe haber motivo por el que no puedan ser sometidos a las normas de la misma Ley. 

Esto puede suponer un  problema por la diferencia de mentalidad y madurez 

entre un menor de 14 años y un joven de 21, ya que los centros de reforma podrían 

terminar convirtiéndose en escuelas de delincuencia para menores de edad. Como 

solución a tal problema encontramos la necesidad de diseñar centros específicos para 

ellos y así evitar la comunicación de sujetos con edades tan diferentes64 o al menos 

separar a los más jóvenes de los mayores de 18 años en módulos diferenciados en los 

mismos centros65.  
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Español: ¿una aspiración trasnochada?” Revista de Derecho Penal. Nº 38/2013. Valladolid, 
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5.3. ¿LA LEY DE RESPONSABILIDAD PENAL DEL MENOR ES UNA LEY 

BLANDA?  

 

La respuesta científica a esta pregunta debe ser negativa. En términos 

generales, la ley debe ser calificada de severa .De hecho, la última redacción de la 

LORPM (la introducida por la LO 8/2006) ha endurecido las medidas a imponer a los 

delitos cometidos por menores. Sin embargo, la voluntad del legislador no era aquélla 

en el momento que se aprobó el Proyecto de Ley, ya que el texto original de la 

LORPM sólo preveía el carácter de obligatorio de la medida de internamiento de 

régimen cerrado para el delito de homicidio. 

No obstante, durante su tramitación ocurrieron terribles acontecimientos como 

el Crimen de la catana (1 de Abril de 2000) o el Crimen de San Fernando (16 de Mayo 

de 2000) que supusieron un clamor social que reclamaba una respuesta represiva a 

estos hechos. 

En principio, se introdujo el aumento del internamiento hasta los 4 años pero 

este régimen apenas tuvo vigencia a consecuencia de otro trágico acontecimiento 

como fue la muerte de Sandra Palo y que desembocó en nuevas reformas las cuales 

cristalizaron en la regulación actual. 

Veamos un ejemplo basándonos en la forma de penar el delito más detestado por la 

sociedad: el homicidio66  

a) Homicidio anterior a la entrada en vigor de la LORPM 

En este supuesto hay que distinguir dos formas de tratamiento: La de los 

mayores de 12 años y menores de 16 a los cuales se las aplicaría la Ley Orgánica 

4/1992 y la de los mayores de 16 años y menores de 18 a los cuales les resultaría de 

aplicación el Código Penal. 

Para los casos en que fuese aplicable LO 4/1992 la pena más severa sería una 

medida de internamiento con una duración máxima de dos años que además no era 

preceptiva imponer cabiendo otras penas y la cual además podría ser reducida, 

modificada o dejada sin efecto a la vista de la evolución durante su cumplimiento. 

Para los casos en que fuese aplicable el Código Penal de 1973 la pena de 

prisión en abstracto establecida en el Código Penal sería de 10 a 15 años pero por 

tratarse de un menor de 18 años sería de aplicación el artículo 65 CP de 1973 que 
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permitía la aplicación de la pena inferior en hasta dos grados por lo que la pena podría 

quedarse en entre 2 años y medio y 5 años. 

b) Homicidio bajo la vigencia de la LORPM 

Si el hecho hubiera sido cometido por una persona con 14 o 15 años, el artículo 

10.2 a) LORPM establece que la medida a imponer será obligatoriamente la de 

internamiento en régimen cerrado y podrá alcanzar hasta los cinco años más cinco de 

libertad vigilada. 

Si el hecho hubiera sido cometido por una persona con 16 o 17 años, el artículo 

10.2.b) LORPM establece que la medida a imponer será obligatoriamente la de 

internamiento en régimen cerrado y  podrá alcanzar hasta los ocho años más cinco de 

libertad vigilada. 

Así pues puede concluirse que el tratamiento del homicidio, extensible 

igualmente a otros delitos calificados como graves, ha sufrido un endurecimiento 

considerable y como se ha visto, la posible duración de la medida de internamiento en 

régimen cerrado ha pasado de una máxima de dos años a una máxima de ocho años. 

Finalmente y a título ilustrativo cabe mencionar el incidente acaecido en los 

últimos días en el cual un menor de edad propinó un fuerte puñetazo al Presidente del 

Gobierno, Mariano Rajoy. La primera actuación que se realizó fue acordar la medida 

cautelar de internamiento durante un plazo de 6 meses. Medida cautelar que es la más 

grave de las que se recogen en la Ley y que objetivamente tiene la consideración de 

dura.   

 

5.4. ¿EXISTE UN INCREMENTO DE LA DELINCUENCIA JUVENIL EN LOS 

ÚLTIMOS AÑOS? ¿QUÉ DELITOS SON LOS MÁS FRECUENTES? 

 

La medición de la delincuencia y la interpretación de las cifras oficiales sobre 

delincuencia juvenil no es nada sencilla. No puede realizarse tal interpretación de un 

modo general sino teniendo en cuenta factores como las diferentes épocas históricas, 

los profundos cambios sociales, el índice de natalidad en aumento o en descenso, las 

reformas legislativas (aumento o disminución de la edad penal, penalización o 

despenalización de determinados hechos), etc.67  
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Las infracciones contra la propiedad son las más numerosas de entre las 

cometidas por la población joven destacando entre ellas: robar en tiendas, 

allanamiento, robar en el colegio, robar coches, robar bolsos, etc. 

A continuación se encuentran los delitos referentes a las drogas (tanto 

consumo como posesión o tráfico) donde destacan los referentes a drogas blandas por 

encima de los relativos a drogas duras. 

Por último, en cuanto a los delitos más habituales cometidos por jóvenes se 

hallan los delitos derivados de conductas violentas contra las personas como por 

ejemplo las lesiones, amenazas, llevar armas o las riñas o desórdenes públicos. 

La Exposición de Motivos de la Ley 8/2006 habla de que “las estadísticas 

revelan un aumento considerable de delitos cometidos por menores, lo que ha 

causado gran preocupación social y ha contribuido a desgastar la credibilidad de la 

Ley por la sensación de impunidad de las infracciones más cotidianas y 

frecuentemente cometidas por estos menores, como son los delitos y faltas 

patrimoniales. 

Hay que decir que malas fuentes de información tenía el legislador cuando hizo 

estas afirmaciones, pues los datos que en 2006 publicaba el Ministerio del Interior 

sobre la evolución de la criminalidad en España decían justo lo contrario: la 

delincuencia juvenil estaba disminuyendo y dentro de ella estaban aumentando los 

delitos violentos.68  

De las estadísticas se extrae que entre los años 2000-2006: 

 El número total de menores detenidos se ha reducido. 

 El porcentaje total de menores detenidos sobre el total de detenidos se ha 

reducido. 

 Los asuntos registrados en los Juzgados de Menores se han reducido. 

 El número total de infracciones se ha reducido. 

El crecimiento de la delincuencia juvenil es una imagen que en los últimos años 

ha ido impregnando la conciencia de la sociedad española. La opinión pública sobre la 

delincuencia está en gran parte formada y mantenida por los medios de comunicación. 

Los medios de comunicación son proclives a dedicar por lo general mayor atención a 

los delitos más graves y violentos, llegando a ofrecer una sensación de que son 

habituales y frecuentes. 
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El efecto de los medios de comunicación tal vez sea, en este ámbito, el de 

sobredimensionar la extensión de la delincuencia violenta. Contribuyen a desvirtuar la 

realidad de la delincuencia, en el sentido de que la mayoría de los delitos no van a 

llevarse a cabo por personas que respondan a los estereotipos preestablecidos 

(gitanos, drogadictos, inmigrantes o jóvenes) sencillamente por una razón meramente 

estadística, puesto que son grupos minoritarios. 

Los medios de comunicación favorecen en sus representaciones de la delincuencia 

juvenil, la asociación de:69 

- El consumo de drogas y la delincuencia juvenil 

- Marginalidad (gitanos, inmigrantes) y delincuencia juvenil. 

- Apariencia externa de la juventud (determinados tipos de ropa, pelo largo o 

llevar la cabeza afeitada, tatuajes, piercings, cadenas) y delincuencia juvenil. 

- Determinadas aficiones musicales (punk, rap, heavy metal), audiovisuales 

(determinados videojuegos), lúdicas (skate, grafiti) o de ocio nocturno, se 

asocian también con comportamientos antisociales y delictivos de la juventud. 

La consecuencia más grave de este tratamiento informativo se traduce en la 

creación ante la opinión pública de un estado de alarma social, la mayoría de veces 

infundado, que produce en la población “una realidad de la criminalidad que, 

provocada por informaciones totalmente distorsionadas, crean la impresión de que 

finalmente debe hacerse algo, produciendo del mismo modo, un incremento en el 

miedo al delito de la sociedad, lo que en muchos casos supone una actitud favorable a 

respuestas penales punitivas y represivas por parte de la población, representando de 

esta manera un problema de política criminal y política social.70  

La presión social ha sido tan fuerte que hasta el propio poder legislativo ha 

acabado dejándose llevar –de forma incomprensible y preocupante– por esa «opinión 

generalizada», sin contrastar si tenía sustento en la realidad”.71 

Siguiendo a FUNES72 “nuestros niveles de tolerancia y flexibilidad son hoy 

probablemente mucho más bajos. Tendemos a ver en todo joven a un enemigo. 

Cuando van en grupo nos sentimos amenazados. Casi todo lo que hacen nos parece 
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mal. Sus expresiones nos molestan, sus estéticas nos provocan. Vemos en cualquier 

pelado al cero un violento, Tenemos la mirada demasiado problematizada. 

Por último en este apartado debe hacerse una somera referencia a los delitos 

más actuales o, dicho de forma más precisa, los delitos más en auge y más 

novedosos. 

Se percibe un uso inadecuado de móviles Smartphone, cada vez más incluso 

entre menores que no llegan a catorce años. Sus aplicaciones Whatsapp se emplean 

en conductas vejatorias, amenazas o para difundir fotos y videos de contenido sexual, 

facilitados muchas veces voluntariamente por la víctima a otro menor de su entorno. 

También se percibe un aumento de la violencia intrafamiliar. Es el síndrome del 

emperador, se han hecho los dueños, los reyes de la casa. Hemos pasado del 

autoritarismo a la permisividad. Nuestros menores no tienen los referentes de lo que 

está bien y de lo que está mal. En el poco tiempo que les vemos queremos ganarnos 

su amistad o su cariño dándoles de todo. Los menores están viendo permanentemente 

violencia. Pero el problema no es el qué, sino el cómo. En un porcentaje elevadísimo, 

el violento triunfa, lo que tiene dos consecuencias: se está insensibilizando a nuestros 

menores frente al dolor ajeno y se les está presentando la violencia como una forma 

de resolver los problemas.73  

Similares argumentos pueden darse sobre el aumento del acoso escolar 

durante los últimos años. La sensación de impunidad unida a la diversión que supone 

atacar a una persona más débil hace que los jóvenes cada vez vean más atractivas 

estas conductas. 

La aparición de estos nuevos fenómenos delictivos en la última década ha 

provocado y justificado la aparición de medidas destinadas a repeler, colegir y 

combatir estas conductas. En este sentido, la Ley 8/2006 ha introducido la prohibición 

de aproximarse o comunicarse con la víctima en cualquier lugar donde se encuentren 

sea su domicilio, su centro docente, su centro de trabajo o cualquier otro frecuentado 

por ellos. 

Las dificultades ante las que se encuentra el tratamiento de la incipiente 

evolución de estos nuevos delitos son: 

 Que la denuncia puede suponer un estigma para el agresor o para la víctima y 

por ello los padres son reticentes a denunciar. 

 Que se quieran evitar las consecuencias que pueda tener sobre el agresor el 

hecho de denunciarlo. 
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 Que se tenga miedo a que se endurezca la violencia como represalia por la 

denuncia. 

 

Por último señalar que es vital que cualquier modificación normativa (con todo 

lo que ello implica) se produzca a raíz de datos estadísticos y objetivos y no sea 

promovido por opiniones infundadas que no son ciertas. 

 

6. CONCLUSIONES 

 

I. La legislación, a lo largo de la historia, no trataba al menor como tal, y le 

aplicaba prácticamente las mismas penas tortuosas a las que se veía 

sometido el delincuente adulto. Lo injusto de esta normativa obligó a buscar 

un cambio legislativo que adecuase la respuesta penal a las especiales 

características de madurez y personalidad del menor. Así pues, la Ley 

Orgánica de Responsabilidad Penal del Menor encuentra su justificación en 

la necesidad de otorgar un tratamiento especial a las infracciones penales 

cometidas por menores de edad debido a sus peculiares circunstancias 

personales, no pudiéndosele aplicar el mismo trato que al delincuente 

adulto. La respuesta penal ya no debe ser retributiva ni sancionadora sino 

educativa e integradora. 

   

II. El límite mínimo de edad a partir del cual se presume la responsabilidad 

penal fue, es y será objeto de numerosas críticas. No obstante, la gran 

diferencia cuantitativa existente entre los delitos cometidos por menores de 

13 años y menores de 14 años hace que el límite deba establecerse en esa 

franja y mantenerse inquebrantable por regla general. La Ley establece la 

presunción “iuris et de iure” de que a partir de determinada edad el menor 

tiene capacidad de discernimiento y de comprensión del hecho cometido.                     

No obstante, la aplicación de este sistema, en mi opinión, no es del todo 

acertada y debería ser modificada. Si el sistema penal de menores se 

fundamenta en la distinta madurez de los menores de edad respecto a los 

adultos, sólo un sistema en el qué, además de la edad, se conjugue el 

análisis de la específica madurez del sujeto para determinar el alcance de 

la responsabilidad penal por la que debe responder se articulará como una 

de las soluciones más adecuadas a la problemática de los menores 

infractores. Debe surgir por tanto, un Derecho Penal de Menores distinto al 

de adultos que sea capaz de acoger en el fundamento de la imputabilidad 

no sólo el elemento biológico rígido de la edad como un “totum” que 
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presupone el comienzo de la capacidad de discernimiento sino también las 

características psicológicas del autor de los hechos, que fieles a las 

exigencias de la prevención especial estime el grado de madurez suficiente 

para captar el injusto del hecho.74  

 

 

III. En cuanto a la inclusión de los jóvenes mayores de 18 años y menores de 

21 años dentro del ámbito subjetivo de aplicación de la LORPM debe 

romperse una lanza a su favor. En los supuestos en que sean cometidos 

por éstos infracciones penales que no se consideren graves y que la lesión 

al bien jurídico protegido no sea extremadamente significativa no debe 

haber inconveniente en someterles a la aplicación de la Ley y así evitar la 

estigmatización que puede suponer para ellos enfrentarse a un proceso 

penal de adultos que lleve aparejada las consecuencias propias de éste 

proceso. Para llevar a cabo esta aplicación es necesario aumentar los 

centros de cumplimiento de medidas pues estos no son suficientes. Los 

centros con gran aglomeración de jóvenes perjudican gravemente las 

posibilidades de reinserción del menor. Por lo cual, se propone la creación 

de centros específicos para estas edades o al menos separar a los más 

jóvenes de los mayores de 18 años en módulos diferenciados en los 

mismos centros. 

 

IV. La atribución a un órgano como el Ministerio Fiscal del monopolio de la fase 

de instrucción tiene la loable intención de velar por los derechos de los 

menores, por la legalidad y por evitar una contaminación del órgano judicial 

al que debe corresponderle únicamente el enjuiciamiento en sentido 

estricto. Este órgano además cuenta con el monopolio del principio de 

oportunidad y bajo determinadas circunstancias y siempre en base al 

interés superior del menor podrá desistir de incoar el expediente o solicitar 

el sobreseimiento de la causa evitando así efectos que pueden ser 

contraproducentes para él. 

 

V. La figura del Equipo Técnico es propia del proceso penal de menores y su 

justificación se asienta en la necesidad de aportar al procedimiento todos 

los datos y valoraciones pertinentes sobre las circunstancias personales, 

familiares y sociales del menor. Además, asistirá al menor durante el 

proceso, podrá proponer soluciones extrajudiciales e incluso podrá solicitar 
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la no continuación en el procedimiento. Por lo cual, no cabe sino afirmar la 

repercusión positiva que supone la existencia de este órgano en este tipo 

de procesos.  

 

VI. La nueva concepción de la víctima reconociéndosele mayor protagonismo 

en el proceso no desvirtúa los cometidos de esta Ley. La aparición de la 

víctima en el proceso hará ver al menor la existencia de personas 

perjudicadas por los hechos cometidos por él y le hará tomar conciencia de 

la ilicitud de sus actos. Además, la posición de la víctima se encuentra 

digamos que subordinada a la del Ministerio Fiscal, no pudiendo iniciar ella 

misma el proceso cuando el Fiscal decida no ejercitar la acción penal, por 

lo que no puede hablarse que su inclusión en el proceso obedezca a tesis 

retributivas. 

 

VII. Las estrategias desjudicializadoras o de diversión suponen prácticamente 

una especialidad del Derecho Penal de Menores y gozan de aceptación 

amplia entre los operadores jurídicos. El recurso a las mismas es frecuente 

y supone evitar el enfrentamiento del menor al sistema de Justicia, sin 

renunciar a una respuesta educativa. Tanto el desistimiento de la incoación 

del expediente, como la mediación, como el sobreseimiento por haber sido 

suficiente el reproche sufrido por el menor, son manifestaciones del 

principio de oportunidad y de flexibilidad que suponen que en aras a las 

especiales características de los menores no todas las infracciones penales 

deben llevar aparejadas la incoación de un expediente de reforma ni la 

imposición de una medida. 

 

VIII. El sistema de medidas que recoge la Ley es muy rico y amplio y tiene la   

intención de acomodar la respuesta penal a las circunstancias personales y 

familiares del menor así como a las circunstancias en que se ha cometido 

el delito. Esta riqueza tanto cuantitativa (15 medidas) como cualititiva 

(medidas de distinta naturaleza)  redunda en un incremento de 

posibilidades de éxito en la intervención que se realiza sobre el menor. La 

medida debe ser considerada como el “elemento educativo aplicable” cuya 

imposición procede cuando no ha sido posible o no se ha estimado 

conveniente desjudicializar el asunto.  
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IX. Los datos conocidos y los estudios publicados niegan que en España se 

esté produciendo un crecimiento de la delincuencia juvenil. Al contrario, los 

datos oficiales ponen de manifiesto un descenso de las infracciones 

cometidas por los menores de 18 años. Esto debe llevar aparejado que 

futuras reformas penales y procesales que puedan plantearse deban ir 

precedidas de un estudio criminológico de la realidad española y de un 

análisis de la información disponible, y no de respuestas reactivas a 

demandas surgidas de campañas mediáticas consecuencia de hechos 

puntuales. 75 Tal crítica es extensible a las afirmaciones que proclaman la 

poca severidad o incluso la impunidad de los delitos cometidos por 

menores, pues, como se ha visto, y realizando un análisis comparativo, las 

respuestas actuales revisten mayor grado de dureza que las existentes en 

legislaciones precedentes.   

 

X. La suficiencia de recursos humanos y la especialización de los órganos 

intervinientes en el proceso es discutible. En cuanto a la suficiencia de 

medios humanos cabe resaltar la necesidad de un aumento cuantitativo de 

Equipos Técnicos y del personal encargado de velar por una correcta 

ejecución de la medida. En cuanto a la necesidad de especialización, 

podría crearse un órgano de apelación especializado en la materia así 

como reforzar la especialización de los abogados, pues hoy en día, no es 

una rama que cuente con una amplia especialización. Sólo a partir de esa 

formación específica y de una dedicación exclusiva podría mejorarse el 

sistema. La inversión en Justicia en mi opinión debe ser uno de los pilares 

básicos en un Estado de Derecho.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
75

 MONTERO HERNANZ, T, (2.009), op. cit. p. 413. 
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7. ANEXOS 

 

TABLA I: INFRACCIONES COMETIDAS POR MENORES EN LOS ÚLTIMOS 

AÑOS76 

 

 

Las infracciones penales cometidas por menores de entre 14 y 17 años son en 

su inmensa mayoría infracciones contra el patrimonio y el orden socioeconómico 

(sobre el 50%). 

A continuación se sitúan en unos números muy similares los delitos contra la 

seguridad colectiva (drogas, daños, incendios) y las lesiones. En menor medida se 

encuentra la comisión de delitos contra la libertad o contra el orden público.  

Respecto a los delitos menos frecuentes, éstos son: el homicidio, las 

falsedades o las torturas. 

 En términos absolutos, de los datos anteriores, puede afirmarse que la 

delincuencia juvenil no ha aumentado en los últimos años, sino que se mantiene 

estable. En el año se cometieron 17.495 por los 17.973 que se cometieron en el año 

2012, es decir, una variación ínfima.  

 

 

                                                           
76

 Elaboración a partir de los datos del INE 
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TABLA II: MEDIDAS IMPUESTAS A INFRACCIONES PENALES COMETIDAS POR 

MENORES EN LOS ÚLTIMOS AÑOS77 

 

El número de medidas impuestas en los últimos años ha aumentado 

sensiblemente (cosa que no ha hecho el número de delitos). Puede obedecer esto a 

un cambio de mentalidad en la tramitación de procedimientos en los que ahora se dé 

preferencia a buscar una medida acorde al caso y a la situación personal del menor 

que al uso de una de las salidas desjudicializadoras.  

La medida más frecuente de entre las privativas de libertad es el internamiento 

en régimen cerrado. En la mayoría de los casos no es conveniente el internamiento en 

régimen cerrado (de ahí su escasa aplicación) por el aislamiento al que se somete al 

menor siendo más producente someter al mismo al régimen semiabierto en el que 

puede realizar actividades en el exterior. 

Respecto a las no privativas de libertad, la medida estrella es la libertad 

vigilada. La posibilidad de imponerla tanto con carácter autónomo como con carácter 

accesorio o como segundo periodo del internamiento, unido a las connotaciones 

positivas que posee, la convierte en la gran apuesta del sistema. A continuación se 

sitúan las prestaciones en beneficio de la comunidad y las tareas socio-educativas. 

 

 

                                                           
77

 Ibidem 
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TABLA III: DELINCUENCIA POR EDADES EN LOS ÚLTIMOS AÑOS78 

 

 

 

La mayoría de las infracciones penales vienen cometidas por menores de edad 

cuya edad se encuentra comprendida entre los 16 y los 17 años. Esto obedece al 

mayor desarrollo de estas personas, a su mayor fortaleza física, el aumento de la 

capacidad para asumir riesgos o para conocer de nuevas figuras delictivas. 

Por debajo de ellos, los menores de 14 y 15 años que porcentualmente más o 

menos son autores de la mitad de los delitos que aquellos, aunque en la actualidad 

están tendiendo a incrementarse. 

Por último, señalar que las infracciones penales cometidas por menores de 14 

años son mucho menos significativas (tanto cuantitativa como cualitativamente) lo que 

justifica que el límite penal para exigir la responsabilidad penal a los menores se sitúe 

en los 14 años. 

 

 

                                                           
78 Tabla recogida en “Evolución y tendencias de la delincuencia juvenil en España”. Revista 

Española de Investigación Criminológica. Artículo 8, Numero 7, 2009. 
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TABLA IV: USO DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD79 

a) Desistimientos 

2010 2011 2012 2013 2014 

11.72% 9.76 % 10.25 10.45 11.35 

 

La variante más radical del desistimiento (de no incoación del expediente) 

permanece estable durante los últimos años en torno al 10% por lo que 

estadísticamente uno de cada diez delitos van a ser archivados gracias a esta 

alternativa.  

b) Conciliación, reparación y actividad educativa extrajudicial 

2012 2013 2014 

16.19% 15.81% 18.62% 

Este método se erige como el método estrella. Refleja la apuesta que hace la Ley 

por procurar una aproximación entre infractor y víctima de cara a satisfacer a ésta y 

hacer ver a éste las consecuencias negativas del delito. Actualmente casi uno de cada 

cinco delitos finaliza con el uso de esta institución.  

c) Archivo conforme al art. 27.4 LORPM 

2011 2012 2013 2014 

  9.67 %   9.83 %  6.73%   6.66% 

 

Se presencia un decremento en los últimos dos años a consecuencia de la 

recomendación80 de hacer un uso restringido y prudente de esta posibilidad, que no 

puede suplantar la realización de las soluciones extrajudiciales del artículo 19 LORPM. 

 

Del análisis de los datos debe afirmarse que el empleo de métodos 

desjudicializadores o alternativos al proceso es habitual y cuenta con gran aceptación 

entre los operadores jurídicos, pudiendo llegar, si sumamos todos, a un porcentaje en 

torno al 30%, lo que supone que uno de cada tres delitos finalicen con su uso.   

                                                           
79

 Extraído de la Memoria de la Fiscalía General del Estado del Año 2015.  
 
80

 Dictamen 4/2013, sobre criterios para solicitar el sobreseimiento del expediente conforme al 
art. 27.4 LORPM. 
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